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VALORACION DE LA PRUEBA

Situac ión Ac tual :       FIRME

Texto

En Madrid a veintitrés de febrero de mil novecientos noventa y cinco.

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, constituida por los Excmos. Sres. expresados al margen, en virtud de la potestad conferida

por la Soberanía popular, y en nombre del Rey, formula la siguiente

SENTENCIA

En grado de apelación se han visto ante la Sala los Autos del procedimiento de reintegro por alcance n° 209 bis/89, del ramo de Caja

Postal, provincia de Valencia, en el recurso interpuesto contra la Sentencia dictada en primera instancia por el Consejero de Cuentas

de este Tribunal, Excmo. Sr. D. Paulino Martín Martín, de fecha 11 de noviembre de 1992, siendo apelante D... y apelados el Ministerio

Fiscal y el Abogado del Estado.

Ha sido Ponente el Excmo. Sr. D. Antonio de la Rosa Alemany quien, previa deliberación y votación, expresa el parecer de la Sala de

conformidad con los siguientes

I.- ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El presente procedimiento de reintegro se inició como consecuencia de un presunto alcance habido en los fondos de la

Delegación de Caja Postal de Cullera (Valencia) al efectuar el arqueo de caja correspondiente al día 28 de septiembre de 1987, y una

vez cumplimentados los correspondientes trámites procesales se dictó Sentencia de fecha 11 de febrero de 1992, cuyo Fallo es del

siguiente tenor literal:

«PRIMERO.- Declarar como importe en que se cifra el alcance causado en los fondos de la Caja Postal, el de UN MILLÓN DE PESETAS

(1.000.000,- ptas.)

SEGUNDO.- Declarar como responsable directo del alcance a DON..., perteneciente al Cuerpo Ejecutivo Postal.

TERCERO.- Condenar al mencionado DON..., al reintegro de la suma en que se cifra el alcance.

CUARTO.- Condenar también al mencionado DON..., al pago de intereses, calculados con arreglo a los tipos legalmente establecidos y

vigentes el día en que se produjo el alcance.

QUINTO.- Acordar la contracción de la cantidad en que se ha cifrado la responsabilidad contable en la cuenta que, en su caso

proceda.

SEXTO.- Condenar a DON..., al pago de las costas causadas en esta instancia.»

SEGUNDO.- Dicha Sentencia contiene entre otra, la siguiente fundamentación jurídica:

«2°) Los hechos objeto del presente procedimiento son constitutivos de un alcance de caudales públicos, a tenor de lo dispuesto en el

art. 72.1 de la Ley 7/88 de 5 de abril, de Funcionamiento de este Tribunal, al haberse producido un «saldo deudor injustificado» o, en

términos generales, «ausencia de numerario» que, en el presente caso, asciende a UN MILLÓN DE PESETAS (1.000.000,- ptas.). No

obstante, para que dicho alcance constituya responsabilidad contable directa es necesario que el saldo deudor injustificado sea

consecuencia de una acción u omisión dolosa o, gravemente culposa, con infracción de ley contable o presupuestaria y realizada por

quien tenga a su cargo el manejo de los caudales menoscabados, es decir, que reúna los requisitos previstos expresamente en el art.

49.1 de la vigente Ley 7/88, de 5 de abril. Pues bien, de las alegaciones realizadas por ambas partes aparece probada la concurrencia,

al menos, de negligencia grave en la conducta que se imputa al demandado

En efecto, la simple lectura de las explicaciones que en diferentes momentos ha proporcionado el demandado acerca de la

desaparición del dinero que custodiaba, revela de modo incuestionable que DON... no adoptó las medidas correspondientes para

evitar un resultado a todas luces previsible. Así, en un primer momento el demandado no recuerda nada de lo que pudo hacer con el

dinero (folio núm. 5 de las actuaciones previas), lo que de por sí es un claro índice de la omisión de la diligencia debida en la custodia

de la nada despreciable cantidad de UN MILLÓN DE PESETAS (1.000.000,- ptas.); además, si en sus primeras declaraciones (atestado

que obra en los documentos que acompañan al escrito de contestación a la demanda) afirma que no desconfía de ninguno de los

empleados, en el escrito de tres de octubre de 1987 obrante al folio núm. 8 de las actuaciones previas, tras afirmar que comunicó al

A.C.R. DON... que «ponía» el dinero en los casilleros (hecho que el funcionario en cuestión no recuerda: folio 12 de las actuaciones

previas), se «inclina a pensar» que fue la señora de la limpieza la que cogió el dinero.

Sin embargo, en su escrito de contestación a la demanda intenta una nueva explicación que contradice a las anteriores, afirmándose
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ahora que el millón de pesetas se depositó en la Caja Fuerte junto con el resto del dinero que se extrajo del Banco de Valencia, y que el

causante del descubierto fue un funcionario entonces suspendido de empleo y que mes y medio después fue sorprendido cuando de

noche intentaba penetrar en la Oficina de Correos con una copia de las llaves de la caja de giro. A este respecto se ha solicitado el

recibimiento a prueba mediante otrosí en el escrito de alegaciones; recibimiento a prueba que no ha sido acordado al no haber

asistido el demandado al acto de comparecencia, momento procesal oportuno para instar el recibimiento y no en el escrito de

contestación a la demanda, tal y como se establece en los arts. 687, a sensu contrario, y 693.4° párrafos 4 y 5 de la Ley de

Enjuiciamiento Civil.

Pero es que, con independencia de lo anterior, tal como alega el Ministerio Fiscal en el acto de comparecencia la nueva versión -

contradictoria con las anteriores y proporcionada casi cuatro años después de que se produjeran los hechos objeto de este

procedimiento- carece de toda consistencia lógica, resultando por ende inverosímil: se pretende por el demandado ahora que la falta

de dinero no se produjo el lunes 28 de septiembre de 1987, sino el fin de semana anterior, y que el resultado de alcance se debe a un

montaje efectuado por alguien que habría adivinado y planeado, en consecuencia, la cantidad que días después se había de extraer del

Banco de Valencia -algo conocido solo el día en que se produjo efectivamente la retirada de fondos de ese Banco- para sustraer,

casualmente, la única parte de ese dinero -un millón- que es la que, hasta la nueva versión de los hechos efectuada por el demandado,

custodiaba precisamente DON...

En definitiva, ha quedado probado que la conducta del demandado ha de calificarse como de gravemente culposa, habida cuenta de la

omisión de la diligencia debida en su proceder, al no prever las circunstancias que podían poner en peligro los caudales públicos bajo

su cargo y, en consecuencia, evitarlas. De este modo, ha quedado acreditada una conducta reprochable al demandado en los términos

prevenidos en los arts. 38.1 de la Ley Orgánica de este Tribunal y 49.1 de la Ley de Funcionamiento, aunque bien es cierto que no ha

quedado probado en autos que el SR... se apropiara o utilizara en provecho propio o ajeno la cantidad alcanzada o que le dieron una

aplicación diferente de aquélla a que estuviera destinada, circunstancias éstas que hubieran llevado a calificar su conducta de

malversación de fondos.»

TERCERO.- Mediante escrito de 2 de marzo de 1992, DON.... declarado responsable directo, interpuso recurso de apelación, que fue

admitido por providencia de 13 de marzo de 1992, en la que se emplazó a las partes para su comparecencia ante la Sala,

produciéndose las del Ministerio Fiscal y del Abogado del Estado, mediante escritos de 23 de marzo y 13 de abril de 1992,

respectivamente, y la del apelante por escrito de 5 de mayo siguiente.

CUARTO.- Por Providencia de 14 de septiembre de 1992, se acordó designar Ponente al Excmo. Sr. D. Antonio de la Rosa Alemany;

tener por comparecidos y partes a los personados, y que la apelación se sustancie mediante alegaciones escritas.

QUINTO.- Puestas de manifiesto todas las actuaciones sucesivamente a las partes para instrucción, el apelante, DON..., presentó

escrito de alegaciones manifestando, en principio, su discrepancia con la ausencia de explicación suficiente y justificada de la falta de

numerario que le imputa la Sentencia recurrida, aduciendo como motivos concretos que le exoneran de responsabilidad contable; en

síntesis, los siguientes: a) que en el expediente disciplinario incoado y resuelto por los mismos hechos, la falta o infracción

administrativa se calificó de leve y se sancionó con un simple apercibimiento; b) que no cabe calificar su actuación de negligencia

grave en base a diversas circunstancias de hecho no contempladas por la Sentencia impugnada, en concreto señala: las condiciones

inseguras del local de la oficina, abierto y de libre acceso a muchos empleados; el elevado número de empleados que trabajaban en el

mismo; la reciente incorporación del apelante a su puesto de trabajo y su estado psicofísico, consecuencia de una intervención

quirúrgica un año antes; o la posible atribución del descubierto a un funcionario suspendido de empleo y que mes y medio después

fue sorprendido cuando de noche intentaba penetrar en la Oficina de Correos con una copia de las llaves de la Caja fuerte de la

oficina de Correos; c) en último término, alega indefensión al no haberse practicado prueba sobre estos hechos, por lo que solicita el

recibimiento a prueba en esta Segunda Instancia.

SEXTO.- Por Providencias de 15 de febrero y 23 de julio de 1993, se pusieron de manifiesto los Autos a los apelados, formulando

alegaciones el Ministerio Fiscal mediante escrito de 23 de septiembre en el que se muestra contrario al recurso y oponiéndose al

recibimiento a prueba solicitado, suplica la confirmación de la sentencia apelada.

SÉPTIMO.- La Sala, por Auto de 24 de febrero de 1994, denegó el recibimiento a prueba solicitado.

OCTAVO.- Por Providencia de 16 de enero de 1995 se señala la actual composición de la Sala, como consecuencia de la designación

del nuevo Presidente de la Sección de Enjuiciamiento y de la Sala.

NOVENO.- Por Providencia de 7 de febrero de 1995 se señala para la deliberación y fallo del recurso de día 22 del mismo mes, fecha

en que tuvo lugar.

En la tramitación de este proceso se han observado las prescripciones legales y reglamentarias aplicables.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- De acuerdo con lo establecido en los artículos 24.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo; 52.1.b) y 54.1.b) de la Ley de



Funcionamiento, de S de abril de 1988, es competencia de esta Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas el conocimiento y decisión del

presente recurso de apelación, interpuesto por DON...

SEGUNDO.- La presente apelación en cuanto a la parte apelante, solo ha supuesto la reproducción de las alegaciones que ya quedaron

formuladas en la primera instancia jurisdiccional y que no fueron objeto del más mínimo apoyo probatorio. Así en esta instancia

revisora se insiste en reiterar los mismos motivos: a) inexistencia de conducta negligente y grave causante del descubierto de un

millón de pesetas; b) existencia de circunstancias especiales, exoneradoras de responsabilidad contable, como el estado deficiente e

inseguro del local, la desorganización del personal de las Oficinas de Correos y Caja Postal y el estado psicofísico del apelante, debido

a su convalecencia de una operación quirúrgica; c) posibilidad de que el alcance fuese ocasionado por la sustracción de una tercera

persona. Además de esto, se alude a: d) que en el expediente disciplinario incoado y resuelto por los mismos hechos, la falta imputada

se calificó de leve y se sancionó con simple apercibimiento; y e) la falta de recibimiento a prueba le ha causado indefensión.

Frente a lo que se aduce por el apelante, la Sentencia (Fundamento de Derecho 2°) declara que «ha quedado probado que la conducta

del demandado ha de calificarse como de gravemente culposa, habida cuenta de la omisión de la diligencia debida en su proceder, al

no prever las circunstancias que podían poner en peligro los caudales públicos bajo su cargo y, en consecuencia, evitarlas.» Y ello

porque ha quedado acreditado debida y suficientemente que el día 28 de septiembre de 1987, al efectuarse el arqueo de la Caja de los

fondos de Caja Postal de Cullera, se produjo un descubierto de un millón de pesetas, siendo el Cajero encargado del manejo de los

fondos DON... Dicho descubierto, cuya existencia e importe no han sido impugnados, ni tampoco justificados en esta instancia o en la

sustanciada ante el Tribunal a quo, genera un saldo deudor que no es sino un alcance en los fondos de Caja Postal de Cullera, definido

como tal en el artículo 72 de la Ley 7/1988, de Funcionamiento, -que reviste los elementos propios de la responsabilidad contable, tal

como viene definida por los artículos 38.1 de la Ley Orgánica, 49.1 de la de Funcionamiento y preceptos concordantes y que afecta

como responsable directo a DON..., que era el Cajero accidental de dichos fondos, encargado de la custodia de los caudales

perjudicados y, por ello, a quien competía la oportuna rendición de las cuentas justificadas. Si bien debemos dejar constancia y

destacar que la Sentencia de instancia en ningún momento reprocha una conducta malversatoria y expresamente se hace constar no

haberse probado en autos que el apelante se apropiara o utilizara en provecho propio o ajeno la cantidad alcanzada-, sino la falta de

justificación de una cantidad concreta del numerario retirado del Banco en la mañana de los hechos.

Se invoca por el apelante la concurrencia de diversas circunstancias relativas a las condiciones del trabajo y de la Oficina y referentes

a su estado de salud, tratando con ello de justificar una minoración en el grado de su responsabilidad, pero los hechos probados

reflejados en la Sentencia de primera instancia y la intervención del demandado en aquellos hechos llevaron al Órgano jurisdiccional

que dictó la Sentencia impugnada y a esta misma Sala a la convicción de que su conducta no puede ser calificada sino de gravemente

negligente y dar lugar, por ello, según la doctrina de esta Sala, mantenida, entre otras y por todas, en la Sentencia de 26 de marzo de

1993, a una responsabilidad contable directa.

Las razones que conducen a apreciar la gravedad en la culpa o negligencia del apelante son claras: en primer término, si el apelante era

consciente de la falta de medios de seguridad y de la desorganización imperante en las Oficinas unidas de Correos y Caja Postal,

donde prestaba sus servicios como Cajero, lo razonable debió ser, dada su experiencia como antiguo funcionario, prever la

posibilidad de que, tal estado de cosas, unido a los problemas habituales y a su estado físico y psíquico -esta circunstancia de hecho

carente de prueba no pasa de ser una alegación de parte-, podría redundar en el menoscabo de los fondos que tenía encomendados;

previsión que tendría que haber llevado, al hoy apelante, a adoptar las medidas necesarias e imprescindibles para evitar el posible

daño, extremando su diligencia y cuidado, como mínimo, en los términos en que se exige a un buen contable o gestor de bienes ajenos.

En segundo lugar, no se ha aportado por el declarado responsable directo justificación alguna que acredite o explique el destino de

los fondos alcanzados, ya que la última versión de los hechos, sustentada tanto en el escrito de contestación a la demanda como en el

de alegaciones de esta instancia, carece de verosimilitud, como expresamente reconoce la Sentencia, e incluso no pasa de ser eso, una

mera alegación de parte, ya que el propio apelante en su escrito de alegaciones, en el apartado 4. del Hecho PRIMERO, afirma que «no

pretendemos con ello hacer recaer la autoría de la falta del millón de pesetas sobre persona ausente, pues en modo alguno podemos

probarlo...».

TERCERO.- Suscita en sus alegaciones la parte apelante, la contradicción que se aprecia entre la calificación de la infracción como

leve en el expediente disciplinario, instruido como consecuencia de los mismos hechos, y la que se hace en este ámbito jurisdiccional

contable, expresada en la Sentencia de instancia y en el Fundamento jurídico precedente.

Nada obsta a lo aquí debatido y resuelto, la circunstancia de que se siga diferente criterio valorativo en uno y otro orden

competencial, ya que la compatibilidad de la jurisdicción contable con el ejercicio de la potestad disciplinaria se declara, junto con la

de la jurisdicción penal, en el artículo 18 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo. Especialmente significativa es la doctrina que ha

venido sosteniendo esta Sala en múltiples Sentencias, por todas las de ó de mayo y 15 de diciembre de 1994; en la primera de ellas se

dice en su fundamento jurídico 4°: «A tal efecto no está de más afirmar que la compatibilidad entre ambas y que proclama el artículo

18 de la Ley Orgánica de este Tribunal de Cuentas está de acuerdo con la naturaleza de las cosas y principios que informan el sistema,

ya que no hay coincidencia objetiva y de finalidad entre ellas; una, la contable tiene un carácter exclusivamente reparatorio de los

daños y perjuicios ocasionados a la Hacienda Pública como consecuencia del manejo, etc. de fondos públicos; la otra o disciplinaria es



una manifestación de una potestad atribuida legal y constitucionalmente a la Administración con objeto de velar por el correcto

funcionamiento de su propia organización y disciplina interna de la misma; la lejanía de objetivos entre ambas aparece como

indudable, al resultar diáfano el carácter de responsabilidad patrimonial que cabe atribuir al contenido de la responsabilidad

contable, ajena al campo en que se prescriben la concurrencia de sanciones, tal como prescribe el artículo 133 de la Ley 30/92, de

Régimen Jurídico y Procedimiento Administrativo: "No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o

administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento."»

Es indudable, por ello, que la Jurisdicción contable califica y valora los hechos o actuaciones, en su caso, enjuiciados a los efectos que

le son propios, esto es, si se da o no la existencia de responsabilidad contable con el valor que le atribuye el merecer ex lege el carácter

de ejecutoria, las resoluciones jurisdiccionales firmes.

CUARTO.- En cuanto al motivo del recurrente, en el que se alega indefensión al no haberse podido practicar la fase probatoria en la

primera instancia, basta traer a consideración la doctrina sentada al respecto por el Tribunal Constitucional, al afirmar, entre otras

Sentencias y por todas, la 167/1988, de 27 de septiembre, que para que se dé la indefensión en los casos de no utilización del trámite

de recibimiento a prueba «habría que reprocharla al Juez o Tribunal, bien porque se hubiera inadmitido la prueba de interés relevante

para la decisión del litigio, sin justificar el rechazo de modo razonable, es decir, arbitrariamente, bien porque la prueba no se realizara

por actos directamente imputables al órgano judicial y su práctica hubiera alterado o podido producir una solución distinta, casos en

los cuáles podría hablarse de indefensión, en cuanto se negaría al litigante una respuesta judicial correcta y adecuada dentro del

principio de justicia a que alude el artículo l de la Constitución». Precisamente, la fase probatoria sobre la que el apelante quiere

articular su indefensión no pudo llevarse a cabo en el transcurso de la primera instancia, por causa solo imputable al entonces

demandado, quien, habiendo manifestado su voluntad de realizar determinadas probanzas mediante otrosí en el escrito de

contestación a la demanda, no asistió al acto de comparecencia, momento procesal oportuno para instar formalmente el trámite, en

virtud de los artículos 687 y 693.4°, párrafos 4 y 5 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Lógica consecuencia de todo ello, fue la

denegación de la prueba en esta segunda instancia, acordada en Auto de la Sala de fecha 24 de febrero de 1994, no recurrido por el

apelante, al amparo del artículo 100.1, en relación con el artículo 74, ambos de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa

aplicable por prescribirlo el artículo 80.3 de la Ley 7/1988, de Funcionamiento de este Tribunal de Cuentas, al sustanciarse esta

segunda instancia por os trámites de dichos preceptos de la apelación contencioso-administrativa y sin que se estime que las pruebas

propuestas en el escrito de contestación a la demanda de primera instancia fueran de trascendencia para la resolución del proceso, al

estar limitadas a acreditar los hechos -intervención del empleado suspendido detenido tres meses después de la fecha en que tuvo

lugar el alcance, en la sustracción después de los fondos desaparecidos el mismo día 28 de septiembre de 1987- que el propio órgano a

quo considera inverosímiles. Lo que no ha supuesto ausencia de actividad probatoria y posibilidad de realizarla por las partes

intervinientes, puesto que obran en autos cuantos documentos aportó el demandado, cuya autenticidad no ha sido puesta en duda por

la parte demandante, y constan asimismo los resultados de las actuaciones previas n° 1/1989.

QUINTO.- Frente a lo expuesto nada se opone, propiamente, de contrario, dado que faltan todo tipo de razones que pudieran amparar

una modificación a introducir en la sentencia apelada; unido todo ello a que no puede ignorarse que la valoración de la prueba -con

base en criterios de crítica racional- es competencia del Juez de instancia y por ello frente al juicio valorativo que la sentencia

contenga, no puede oponérsele, sin más -y menos prevalecer- meras alegaciones de parte, máxime en este caso en que ni siquiera

existen apreciaciones subjetivas fundadas (argto. Sentencias de 9-10-1985,9-10-1989, y Sentencia de Apelación en procedimiento de

reintegro n° 906A/82, Haciendas Locales).

SEXTO.- Habiéndose tramitado el presente recurso de apelación en la forma prevenida para el recurso de la misma naturaleza en la

Ley Reguladora del proceso contencioso-administrativo, no procede formular declaración alguna sobre costas al amparo del articulo

131 de la citada jurisdicción, en relación con lo establecido en la Disposición Final 2 .2 de la Ley Orgánica 2/82, del Tribunal de

Cuentas.

VISTOS los preceptos citados y los demás de general y pertinente aplicación,

LA SALA ACUERDA el siguiente

III.- FALLO

DESESTIMAR el Recurso de Apelación interpuesto por DON..., contra la Sentencia de once de febrero de mil novecientos noventa y

dos, dictada en el Procedimiento de reintegro por alcance 209bis/89, del Ramo de Caja Postal, Valencia. Y por los fundamentos que

anteceden confirmar en todas sus partes la Sentencia recurrida y sin declaración sobre costas en esta segunda instancia.

Pronúnciese esta Sentencia en audiencia pública y notifíquese a las partes, con indicación de que contra la misma no cabe interponer -

por razón de la cuantía- recurso de casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, por imperativo de lo dispuesto en el artículo

93.5 de la Ley 10/92, de 30 de abril, en relación con el artículo 81.2.1 de la Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.
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